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Proyecto de ley presentado en el Congreso

Plan para prohibir prostitución

• Cárcel para quien ejerza y quien pague

Carlos A. Villalobos cavilla@nacion.co.cr Miércoles 27 de septiembre, 2000
Convertir la llamada "profesión más antigua del mundo" en un delito. Encarcelar a los clientes, a quienes la promuevan e incluso castigar a quienes no la denuncien.

Eso pretende un proyecto de ley presentado este jueves ante el plenario legislativo por el diputado socialcristiano Belisario Solano.

La iniciativa, denominada proyecto de Ley de prohibición de la explotación sexual y de la actividad sexual remunerada intenta establecer un marco de prohibición alrededor del comercio sexual en el país, cuya actividad no está contemplada, hasta ahora como un delito. 

Su promotor justifica la presentación en el "crecimiento evidente" que experimenta el fenómeno de la prostitución, así como la elevada promoción internacional del país como destino para el turismo sexual.

Sin embargo, la mayoría de fuerzas políticas representadas en el Congreso consideran que el fenómeno no se puede controlar con una prohibición tajante, sino más bien atacando el problema socioeconómico en su raíz.

Sin embargo, un representante de la Iglesia Católica, el padre William Lizano, señaló que esa institución "ve con buenos ojos" toda iniciativa que contribuya a combatir la crisis de valores que enfrenta la sociedad costarricense.

En términos jurídicos, el proyecto podría contradecir al menos cuatro artículos de la Constitución Política, según señaló el experto Manrique Jiménez Meza. (Nota aparte) 

Primero rehabilitación

El proyecto, tramitado mediante el expediente 14.108, estipula, en su artículo 39, que se le impondrá una medida de seguridad consistente en el internamiento en un centro de rehabilitación durante un lapso no mayor de 18 meses, a quien cobre por tener relaciones sexuales con personas de cualquier sexo.

En caso de que el sentenciado reincida, se le impondrá una pena de prisión de dos a cinco años.

Pero las sanciones van más allá. Se establece una pena de entre dos y seis años a "quien pague a una persona de cualquier sexo, edad o condición, o prometa darle a cambio una ventaja económica o de cualquier otra naturaleza para que ejecute actos sexuales o eróticos".

En la actualidad el Código Penal solo establece como delito el proxenetismo y el proxenetismo agravado, que castiga únicamente a quienes promueven la prostitución de mayores y la de menores, respectivamente.

En junio de 1999 se aprobó reformar 13 artículos de dicho Código, pero contemplando básicamente la explotación sexual remunerada con menores de edad, para lo cual se establecieron penas de hasta diez años de prisión.

Este nuevo proyecto mantiene esos castigos. También prevé castigar a los extranjeros y deportarlos una vez concluida la condena. De la misma forma se intenta castigar con prisión de hasta cinco años al padre o encargado de un menor que conozca que éste es parte del comercio sexual.

Otro punto polémico es el castigo que se estipula para el propietario de los establecimientos que faciliten el ejercicio de la explotación sexual comercial, prisión de dos a cinco años y el decomiso de los bienes empleados para la actividad.

En su presentación ante el plenario, el diputado Solano advierte de previo que el proyecto "no va a gozar de la simpatía de los alcahuetes, de los proxenetas, de los rufianes y de la mafia que se organiza en torno a la explotación sexual". Sin embargo, en el mismo Congreso hay quienes lo objetan.

Derecho de adultos

Para el legislador Otto Guevara, del Movimiento Libertario, el tema está relacionado con el ejercicio de las libertades individuales y "no se puede violentar el derecho a los adultos de involucrarse con otros en forma voluntaria, por más que no nos guste que lo hagan, pero es una decisión de cada quien", manifestó Guevara, quien calificó de "presión psicológica" para sus colegas el que se cuestione a quienes se opongan.

Para José Manuel Núñez, de Fuerza Democrática, ese cuestionamiento es un "chantaje". Para él es una tesis oportunista, pues "hay prostitución en tanto no haya espacios para que la persona se realice en actividades más dignificantes".

Su colega de integración Nacional (PIN), Wálter Muñoz, consideró que el problema no es de prohibición, sino de prevención y reformas sociales que ayuden a combatir la pobreza.

El subjefe de la fracción liberacionista, Carlos Villalobos, asegura que el análisis del fenómeno "debe ser más serio y no irse exclusivamente a la penalización".

Sólo Justo Orozco, de Renovación Costarricense, evidenció su apoyo a la iniciativa. "Me entusiasma saber que hay otros compañeros que se preocupan por la moral del país", dijo.

Coincidió con él el padre Lizano, director de Radio Fides, para quien el problema es causado por la pérdida del valor de la dignidad humana, "en donde prevalece lo material sobre el espíritu". Según su opinión, la ley "podría poner freno y poner un poquito de orden en esta selva".

Inoperante

Desde el punto de vista sociológico, el especialista Francisco Escobar califica el plan como "hipócrita, puritano y totalmente inoperante". 

Además sostiene que debe preocupar el comercio sexual con los menores con el que se debe ser implacable y riguroso, pero en el de adultos, sería un acto de hipocresía y mogigatería.

William Jáuregui, vicepresidente de la Cámara Costarricense de Hoteles, alegó que los establecimientos serios llevan un registro de sus clientes y rechazó que se les vincule con la actividad sexual, no obstante dijo que revisarán si se atenta contra la privacidad de los ciudadanos.



Normas del plan 

Estas son las principales medidas que el proyecto de ley pretende implementar para erradicar la prostitución. 

  Prohíbe el ejercicio sexual remunerado en toda persona y regula la explotación sexual comercial y no comercial, "como una forma de protección a la dignidad del ser humano que le diferencian de una simple mercancía". 

  Se crea el "Instituto para la protección a la persona sexualmente explotada", entidad pública no estatal, de interés social, que regirá en materias preventivas contra la explotación sexual comercial y no comercial. 

  Cualquier establecimiento comercial dedicado a hospedaje, alquiler de habitaciones, camas, salones de masaje, casas de citas o lugares de amor transitorio estarán obligados a mantener un registro de ingresos, con nombre, número de cédula de las personas que ingresen, así como la fecha y hora del ingreso y el número de placa del vehículo que los haya transportado. El listado deberá enviarse mensualmente al Instituto citado y de no hacerlo se expondrán al cierre temporal del establecimiento. 

  Si de ese registro se desprendiera que se ha permitido el ingreso de menores de edad o de personas que utilizan el lugar habitualmente en compañía de diferentes sujetos, se denunciará el caso ante la autoridad judicial competente. 

  La prestación voluntaria del servicio de transporte público (taxi) a personas que tienen como finalidad el ejercicio de la explotación sexual comercial, la trata de personas o delitos conexos, se expondrán a la cancelación de la concesión o permiso. 

nSe castigará con inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos a las personas que ostenten un pueblo de elección popular y que conozcan de situaciones de comercio sexual y omitan informar a las autoridades.

  Se prevé la confiscación de todos los bienes muebles e inmuebles, vehículos, equipos, valores, dinero y demás objetos que se utilicen en la comisión de los delitos. Cuando un juez así lo declare, pasarán a ser parte del patrimonio del Instituto señalado. 



Contrario a la Constitución 

Cuatro artículosen peligro 

Dr. Manrique Jiménez (*) 
Para La Nación 
El proyecto de Ley de prohibición de la explotación sexual y de la actividad sexual remunerada es un plan bien intencionado, pero equívoco y poco técnico, sumamente ambicioso y con una excesiva rigurosidad que raya en la arbitrariedad administrativa, con sanciones totalmente desproporcionadas e irrazonables. 

Me preocupa incluso el posible conflicto de competencia entre el Instituto que pretende crear y el Patronato Nacional de la Infancia (PANI), en lo tocante a menores de edad, y la eventual violación de los derechos constitucionales que paso a señalar.

Violaría el derecho a la libertad de tránsito (artículo 22 de la Constitución Política), el principio de inviolabilidad de los recintos privados (artículo 23), el derecho a la intimidad (artículo 24) y la prohibición de la acción legal contra actos que no violen el orden público, ni perjudiquen a terceros (artículo 28); esto en lo que se refiere a la actuación libre y voluntaria entre mayores de edad.

Al mismo tiempo, de la lectura del proyecto me surgen preguntas:

¿Cómo se le va a cancelar una concesión a un prestatario de servicio público por no saber de antemano que sirvió de transporte para un acto final de prostitución o de índole inmoral?

¿Cómo obligarse a los hoteles o dueños de recintos privados a llevar un control estricto del número de placas de todos los vehículos que sirvan de transporte a los eventuales usuarios o clientes?

(*) Abogado constitucionalista.
